
 

 

 

            RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA 

 
      No. 006-A-GADMA- 2024-PROCURACIÓN JUDICIAL 

                
               LIC. AMADA NORMA GREFA TAPUY 

ALCALDESA DEL CANTÓN ARCHIDONA 

 

CONSIDERANDO:  

Que, el Art. 233 de la Constitución de la república determina que: “Ninguna 
servidora ni servidor público estará exento de responsabilidades por los actos 
realizados en el ejercicio de sus funciones, o por sus omisiones, y serán 
responsables administrativa, civil y penalmente por el manejo y administración 
de fondos, bienes o recursos públicos.”; 

Que, el artículo 238 de la Constitución de la República del Ecuador, señala 
que los Gobiernos Autónomo Descentralizados gozan de autonomía política, 
administrativa y financiera, y se regirán por los principios de solidaridad, 
subsidiariedad, equidad territorial, integración y participación ciudadana; 

Que, el inciso tercero del artículo 5 del COOTAD, “Autonomía”, expresa: “La 
autonomía política, administrativa y financiera de los gobiernos autónomos 
descentralizados y regímenes especiales prevista en la Constitución 
comprende el derecho y la capacidad efectiva de estos niveles de gobierno 
para regirse mediante normas y órganos de gobierno propios en sus 
respectivas circunscripciones territoriales, bajo su responsabilidad sin 
intervención de otro nivel de gobierno y en beneficio de sus habitantes….”; 

Que, El Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización, en su artículo 6, establece que ninguna función del Estado, 
ni autoridad extraña, podrá interferir en los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados, garantizando su autonomía política, administrativa y 
financiera, salvo lo prescrito por la Constitución y las leyes; 

Que, El artículo 53 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía 
y Descentralización, consagra que los gobiernos autónomos descentralizados 
municipales son personas jurídicas de derecho público, con autonomía 
política, administrativa y financiera; 

Que, El artículo 338 del Código Orgánico de Organización Territorial, 
Autonomía y Descentralización, dispone que cada gobierno regional, provincial, 
metropolitano y municipal, tendrá la estructura administrativa que requiera para 
el cumplimiento de sus fines y el ejercicio de sus competencias y funcionará de 
manera desconcentrada. Por su parte el artículo 354 ibidem establece que los 



 

 

servidores públicos de los gobiernos autónomos descentralizados, se regirán 
por el marco general que establezca la ley que regule el servicio público y su 
propia normativa; 

Que, el artículo 60 del COOTAD en el literal a) Ejercer la representación legal 
del gobierno autónomo descentralizado municipal; y la representación judicial 
conjuntamente con el procurador síndico; 

Que, el art. 47 del Código Orgánico Administrativo, determina que: La máxima 
autoridad administrativa de la correspondiente entidad pública ejerce su 
representación para intervenir en todos los actos, contratos y relaciones 
jurídicas sujetas a su competencia. Esta Autoridad no requiere delegación o 
autorización alguna de un órgano o entidad superior, salvo en los casos 
expresamente previstos en la ley; 

Que, el art 78 IBIDEM, determina que los órganos superiores pueden avocar 
para si el conocimiento de un asunto cuya resolución corresponda, 
ordinariamente o por delegación a sus órganos administrativos dependientes, 
cuando circunstancias de índole técnica, económica, social, jurídica o territorial 
lo hagan conveniente o necesario; 

Que, el art 6 del Reglamento a la LOSNCP establece que: “En aplicación de 
los principios de Derecho Administrativo son delegables todas las facultades 
previstas para la máxima autoridad tanto en la Ley como en este Reglamento 
General, aun cuando no conste en dicha normativa la facultad de delegación 
expresa. La Resolución que la máxima autoridad emita para el efecto, 
determinará el contenido y alcance de la delegación. Las máximas autoridades 
de las personas jurídicas de derecho privado que actúen como entidades 
contratantes, otorgarán poderes o emitirán delegaciones, según corresponda, 
conforme a la normativa de derecho privado que les sea aplicable. En el ámbito 
de responsabilidades derivadas de las actuaciones, producto de las 
delegaciones o poderes emitidos, se estará al régimen aplicable a la materia”; 

Que, la norma 200-05 de Control Interno de la Contraloría General del estado, 
establece que: “(...) Las resoluciones administrativas que se adopten por 
delegación serán consideradas como dictadas por la autoridad delegante. El 
delegado será personalmente responsable de las decisiones y omisiones con 
relación al cumplimiento de la delegación”; 

Que, el Art. 41 del COGEP establece: “Procuradoras y procuradores judiciales. - Son 
las o los mandatarios que tienen poder para comparecer al proceso por la o el actor o 
la o el demandado. Las personas que pueden comparecer al proceso por sí mismas 
son hábiles para nombrar procuradoras o procuradores. Aun cuando haya procuradora 
o procurador en el proceso, se obligará a la o al mandante a comparecer, siempre que 
tenga que practicar personalmente alguna   diligencia, como absolver posiciones, 
reconocer documentos u otros actos semejantes. Cuando la naturaleza de la 
diligencia lo permita, la o el juzgador autorizará que la comparecencia de la o el 
mandante se realice mediante videoconferencia u otros medios de comunicación de 
similar tecnología. Si se halla fuera del lugar del proceso, se librará deprecatorio o 
comisión, en su caso, para la  práctica de tal diligencia. Si se encuentra fuera del país 
se librará exhorto. 

 



 

 

Que, el Art. 42 del COGEP establece: “Constitución de la procuración judicial. 
La procuración judicial se constituirá a favor de uno o varios defensores que no 
se encuentren insertos en alguna de las prohibiciones previstas en la ley. El 
mandante  
 
podrá instituir uno o más procuradoras o procuradores en un mismo 
instrumento.  
 
La procuración judicial podrá conferirse: 1. Por delegación otorgada por el 

Procurador General del Estado, para los abogados de las instituciones públicas 

que carecen de personería jurídica; o, por oficio en el caso de entidades del 

sector público con personería jurídica. El oficio deberá ser suscrito por la o el 

representante legal de la entidad, su representante judicial, o ambos, si así 

corresponde; en su texto se expresará con precisión la norma legal que 

confiere la personería jurídica a la entidad y que establece la autoridad a quien 

corresponde el carácter de representante legal o judicial; se acompañará el 

nombramiento de la autoridad y de ser el caso el documento que contenga la 

designación del delegado. El o los defensores de las instituciones públicas 

con o sin personería jurídica, acreditarán que su comparecencia es en 

representación de la máxima autoridad, acompañando el instrumento 

legal por el cual se les ha conferido dicha atribución con los documentos 

habilitantes necesarios.” Las negrillas me pertenecen. 

 

Que, el Art. 43 del COGEP establece: “Facultades. - El o los procuradores 

judiciales podrán comparecer a cualquier diligencia o instancia del proceso. 

Requerirán cláusula especial para sustituir la procuración a favor de otro 

profesional, allanarse a la demanda, transigir, desistir de la acción o del 

recurso, aprobar convenios, absolver posiciones, deferir al juramento 

decisorio, recibir valores o la cosa sobre la cual verse el litigio o tomar posesión 

de ella. Esta disposición también se aplicará a la o al defensor autorizado que 

no tenga procuración judicial.” 

 

En uso de las facultades y atribuciones que le confiere la Constitución de la 

República del Ecuador, el Código Orgánico de Organización Territorial, 

Autonomía y Descentralización y las demás leyes de la República: 

RESUELVE: 

 
Art. 1.- Otorgar Procuración Judicial amplia y suficiente cual en Derecho se 

requiera al Abg. PEDRO DANIEL GARCÍA RAMOS, en calidad de Procurador 

Síndico del GAD Municipal de Archidona para que en representación del GAD 

MUNICIPAL DE ARCHIDONA y de mi autoridad, realice o comparezca a la 

Corte Constitucional del Ecuador, dentro de la causa Nro. 37-22-IS, que sigue; 

concretamente con amplias facultades para transigir, de tal suerte que en 



 

 

ningún momento se le objete por falta de cláusula especial, por consiguiente, 

tendrá todas las atribuciones que establezca la ley para llevar a efecto 

cabalmente la procuración. 

 

 
DISPOSICIONES GENERALES 

Primera.- La Procuración Judicial de la presente resolución, para su 
cumplimiento, no podrá ser sustituida a favor de terceras personas, salvo por 
la máxima autoridad. 

 
 

Disposición final. - La presente entrará en vigencia a partir de la fecha de su 
suscripción, sin perjuicio de su publicación en la Gaceta Municipal. 

 
 
 
Archidona, 11 de enero del 2024. 
 
 
 
 
 
 

                                  Lic. Amada Norma Grefa Tapuy 
                                    ALCALDE DE ARCHIDONA 
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